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Derecho A La Vivienda Accion De Amparo

	                                                                                                                                                                                                                    

                                                                                                                                                                                                                     

              JURISPRUDENCIA                                                      Derecho a la vivienda. Acción de amparo             En el marco de un

juicio de amparo, se rechaza la queja deducida pues no se ha acreditado la existencia de una cuestión constitucional o federal.            

        Buenos Aires, 4 de septiembre de 2015      Vistas: las actuaciones indicadas en el epígrafe;      resulta:      1. La parte actora

dedujo recurso de queja (fs. 1/16) contra la decisión de la Sala I de la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo y

Tributario que declaró inadmisible su recurso de inconstitucionalidad, por entender que no involucraba una cuestión constitucional

(fs. 356/357 vuelta de los autos principales, a los que corresponderá la foliatura que en lo sucesivo se mencione, excepto indicación

expresa). Dicho recurso había sido interpuesto contra el pronunciamiento que había resuelto ?[r]echazar el recurso de apelación

interpuesto por la parte actora y confirmar la sentencia de grado? (fs. 287/302) dirigido a controvertir, a su vez, la sentencia de

primera instancia que había rechazado el amparo (fs. 249/252 vuelta).       2. Para resolver de ese modo, la Cámara se apoyó en que

?[e]n función de la prueba analizada la falta de acreditación de la pertenencia del accionante a un grupo que pueda ser calificado

como prioritario, no resulta posible acordar una renovación automática e indefinida del subsidio como la solicitada pues, de ese

modo, se vendría a afectar el esquema de prelación entre el universo de los beneficiarios identificado en el bloque normativo ya

citado? (fs. 288)      3. La actora se agravió de la sentencia porque, en su visión, el decisorio impugnado cercenaba su derecho a la

vivienda y desconocía el postulado de no regresividad de los derechos, conforme los estándares del derecho internacional. A su vez,

señaló que la decisión era arbitraria (fs. 306/333).      4. El Sr. Fiscal General opinó que correspondía rechazar la queja, con

fundamento en que ?... la cuestión centra su análisis en torno a la interpretación de una norma infraconstitucional y a las cuestiones

de hecho que rodearon el caso, cuestiones ambas que, por regla, son ajenas a la instancia de V.E., sin que quepa hacer excepción a

ella atento a la insuficiente fundamentación del recurso en esa línea? (fs. 22/25 vuelta de la queja).      Fundamentos:      Los jueces

Luis Francisco Lozano y Ana María Conde dijeron:      1. Corresponde rechazar la queja deducida a fs. 1/16, porque no se ha

acreditado la existencia de una cuestión constitucional (cfr. art. 113.3 CCBA) o federal (cfr. CSJN, Fallos 311:2478).      2. El

planteo enderezado a asentar en cláusulas de jerarquía constitucional el derecho a la vivienda que la recurrente afirma titularizar

frente al Estado local, no suscita la jurisdicción de este Tribunal.       En efecto, en el tramo en que pretende que se encuentra en

juego la interpretación de tratados de jerarquía constitucional y afirma una obligación estatal incumplida correlativamente al derecho

a la vivienda que invoca, no se hace cargo mínimamente de la doctrina sentada por la CSJN in re ?Q.C., S.Y. c/ Gobierno de la

Ciudad de Buenos Aires s/ amparo? (Fallos 335:452), oportunidad en que dicho Tribunal afirmó ?... que las normas mencionadas no

consagran una operatividad directa, en el sentido de que, en principio, todos los ciudadanos puedan solicitar la provisión de una

vivienda por la vía judicial? y que ?... hay una garantía mínima del derecho fundamental que constituye una frontera a la

discrecionalidad de los poderes públicos. Para que ello sea posible, debe acreditarse una afectación de la garantía, es decir, una

amenaza grave para la existencia misma de la persona? (considerandos 11 y 12).      A su turno, en el tramo que afirma involucrada

la inteligencia que cabe asignar al art. 31 CCBA, la aplicación de esa cláusula al caso está mediada por las leyes que, en parte, lo

reglamentan -leyes 3.706 y 4.036- (V. el voto que conjuntamente suscribimos in re ?GCBA s/ queja por recurso de

inconstitucionalidad denegado en: ?K.M.P. c/ GCBA s/ amparo? (expte. n° 9205, sentencia del 21/03/2014), y cuya

constitucionalidad no viene controvertida.      3. En cuanto a la tacha de arbitrariedad que la recurrente formula respecto de la

sentencia objetada que entendió que los actores -un hombre de 46 años de edad, que no tiene problemas de salud y que si bien no

tiene un empleo estable, ?hace changas ligadas al rubro de la construcción ?de pintura y albañilería' y su hijo, de 19 años que no

estudia pero que hace ?changas de entrega de comidas a domicilio' (cf. fs. 288 de los autos principales)- no se encontraban en

situación de vulnerabilidad social, el planteo remite a la interpretación del derecho de jerarquía inferior a la Constitución -la ley

4.036-, materia ésta privativa, como principio, de los jueces de mérito, sin que la recurrente muestre que es insostenible la

conclusión a la que arribó el a quo en el sentido de que ?...en función de la prueba analizada la falta de acreditación de la pertenencia

del accionante a un grupo que pueda ser calificado como prioritario, no resulta posible acordar una renovación automática e

indefinida del subsidio como la solicitada pues, de ese modo, se vendría a afectar el esquema de prelación entre el universo de los

beneficiarios identificado en el bloque normativo ya citado...? (fs. 288 de los autos principales).      La juez Inés M. Weinberg dijo:   

  1. La queja ha sido interpuesta en tiempo y forma -art. 33 de la ley 402- no obstante debe ser rechazada por no rebatir en forma

suficiente el auto denegatorio del recurso de inconstitucionalidad intentado, así como tampoco acreditar que los planteos vertidos

configuren un genuino caso constitucional -arts. 113, inc. 3, de la CCABA y 27 de la ley 402-.      2. Al resolver el recurso de

inconstitucionalidad, la CCAyT ponderó que ?(...) el recurrente si bien ha invocado la vulneración de sendos derechos
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constitucionales, no logra exponer debidamente un genuino caso constitucional (...). Más aún, no ha podido demostrar en su

fundamentación la relación directa entre la decisión adoptada y el gravamen constitucional que intenta demostrar. Ello así, dado que

esta Alzada, en la sentencia objetada, analizó la situación particular del actor a partir de la prueba producida y a la luz de las leyes

3706 y 4036, decreto 690/06 y sus modificatorios posteriores (...)? (fs. 357 del expediente principal).      Efectivamente, los planteos

formulados por la actora en su presentación remiten necesariamente al relevamiento de cuestiones de hecho y prueba bajo el análisis

de normas infraconstitucionales -relativas a la acreditación en el caso de la potencial o efectiva situación de calle en que se

encuentre, su grado de vulnerabilidad social (leyes 3706 y 4036), la correspondencia, suficiencia o insuficiencia del otorgamiento de

un subsidio (decreto 690/06 y modificatorios), e incluso, eventualmente, el grado de amenaza sobre la existencia misma del

accionante (v. Fallos 335:452 punto 12 y cc)-, cuyo debate, por vía de principio, no corresponde a esta instancia -Conf. Doctrina de

Fallos 330:4770; 330:3526; 330:2599 y 330:2498 entre otros-.      3. Debe recordarse también aquí que la tacha de arbitrariedad ?no

tiene por objeto la corrección de fallos equivocados o que se consideran tales, sino que atiende sólo a los supuestos y desaciertos de

gravedad extrema en que, a causa de ellos, quedan descalificados como actos judiciales? -conf. Fallos 235:654; 244:384; 248:129,

528 y 584; 294:376 entre otros-.      En consecuencia, debe colegirse del examen de la sentencia cuestionada, que el tribunal a quo

arribó -más allá de su acierto o error- a una solución jurídicamente posible, con fundamentos y base suficientes, no logrando los

agravios vertidos evidenciar deficiencias lógicas o de fundamentación en el pronunciamiento atacado que impidan considerarlo

como una ?sentencia fundada en ley?, en la inteligencia establecida por los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.      Por

todo lo expuesto, y de conformidad con lo manifestado por la Fiscalía General, corresponde rechazar el recurso de queja deducido

los actores.      Así lo voto.      La jueza Alicia E. C. Ruiz dijo:       1. El recurso de queja fue interpuesto en tiempo y forma por parte

legitimada, y contiene una crítica suficiente de la decisión que declaró inadmisible el recurso de inconstitucionalidad que viene a

sostener, lo que autoriza el tratamiento de los agravios allí vertidos.      2. El recurso de inconstitucionalidad propone una cuestión

constitucional en los términos del art. 113 inc. 3 de la CCBA, que consiste en determinar el contenido y alcance del derecho humano

a una vivienda adecuada según lo garantizan la Constitución local, la Constitución Nacional y diversos instrumentos internacionales

de derechos humanos. El planteo no es novedoso en la jurisprudencia del Tribunal. En agosto de 2006, en ocasión de fallar la causa

?Toloza?, confirmé una sentencia que había condenado al GCBA a garantizar el derecho a la vivienda de la amparista, y que

resultaba constitucionalmente inobjetable. En mayo de 2010, y ante la insistencia de la parte demandada, profundicé la línea

argumentativa que describo. Así, en la causa "Alba Quintana? añadí consideraciones relativas a la competencia del Tribunal para

escrutar el gasto público, y a la justiciabilidad de los derechos económicos, sociales y culturales. De modo semejante me pronuncié

en mi disidencia para la causa conocida como ?Q?, en la que la CSJN revocó la decisión de la mayoría del Tribunal que, como dije,

no integré.      3. Con posterioridad, me pronuncié en decenas de casos análogos manteniendo y profundizando un criterio amplio en

relación al contenido y a la exigibilidad de los derechos económicos, sociales y culturales. Por ello me remito aquí a lo expresado en

esos precedentes acerca de la necesaria interdependencia de los derechos humanos, y del contenido y alcance amplios que

corresponde asignar al derecho a la vivienda -según el marco constitucional y convencional que lo rige-. También a lo dicho en

relación con la tutela judicial efectiva, especialmente acerca del deber que tienen los jueces de satisfacer esa garantía. Como

entonces, mantengo mi opinión respecto de la vigencia de la prohibición de regresividad, y de la obligación del Estado local de

adoptar medidas para garantizar el derecho a la vivienda empleando hasta el máximo de los recursos disponibles. Insisto en que esta

obligación hace del escrutinio del gasto público una parte de la función judicial.      4. En el caso, está probado que la parte actora

obtuvo, mediante la actividad del Estado local una mejora temporal (pero precaria) de sus condiciones habitacionales. El conflicto de

autos, como lo corrobora la lectura de la demanda, se origina cuando deja de percibir el subsidio otorgado por la parte demandada de

modo que se verifica con toda claridad -y sin perjuicio de la tutela cautelar-, la afectación del derecho a la vivienda adecuada ante la

pérdida de la asistencia lograda.       El GCBA, que reconoció -al otorgarle un subsidio habitacional- la situación de emergencia de la

actora, adopta una conducta que conduce a la regresividad en el ejercicio del derecho involucrado, pero no acredita haber llevado a

cabo acciones tendientes a cumplir su obligación constitucional de resolver progresivamente una inaplazable situación de pobreza,

para la que no intentó proporcionar soluciones permanentes ni coyunturales hasta el máximo de los recursos disponibles.       Es

dirimente, y por eso conviene reiterarlo, el hecho de que el demandado no acreditara -ni procurara hacerlo- haber tomado medidas

tendientes a cumplir esa obligación hasta el máximo de los recursos de que dispone. Por ello es ajustado al bloque constitucional

imponerle el deber de preservar lo ya otorgado.       En este escenario, resulta desconcertante el fallo de Cámara que desestima la

acción por insuficiencia de prueba. Le impone, así, una obligación que colisiona con el régimen general que en materia de derechos

humanos exige al Estado demostrar que no tiene posibilidad alguna de remediar la situación de privación de derechos que padece

quien acciona (y que el Gobierno reconoció en ocasión de otorgarle un subsidio).      En otros términos: de cara a las obligaciones

constitucionalmente asumidas por el Estado local en relación con el derecho de la parte demandante a una vivienda adecuada, no es

|  Page 2/3  |

https://www.infojudicial.com.ar/areas/noticias/derecho-a-la-vivienda-accion-de-amparo/


Este documento ha sido descargado desde - infojudicial.com.ar - Noticias Judiciales 
Export date: Thu Jul 16 10:20:29 2026 / +0000  GMT

el amparista el que debe acreditar su situación de emergencia habitacional. Es la autoridad demandada la que debe justificar su

omisión acreditando que empleó el máximo de los recursos disponibles. En estas actuaciones, el GCBA ni siquiera ha intentado

probarlo.      5. Con apoyo en los fundamentos que anteceden, voto por: a) admitir la queja, b) hacer lugar al recurso de

inconstitucionalidad interpuesto por la parte actora, c) revocar las sentencias de primera y segunda instancia, d) hacer lugar a la

demanda y e) imponer las costas en el orden causado porque todos los letrados intervinientes son funcionarios y agentes del Estado

local (artículo 62, segundo párrafo del CCAYT).      Por ello, de acuerdo con lo dictaminado por el Sr. Fiscal General, por mayoría,   

  el Tribunal Superior de Justicia      resuelve:                                 1. Rechazar la queja interpuesta por Daniel Antonio Chávez y

Carlos Antonio Chávez.      2. Mandar que se registre, se notifique y, oportunamente, se devuelva el principal con la queja.       El

juez José Osvaldo Casás no suscribe la resolución por estar en uso de licencia.                                                                008861E         
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